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PROPUESTA DE MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 92 DEL CÓDIGO CIVIL ELABORADA A 
INSTANCIA DE PLATAFORMA ESPAÑOLA PARA UNA PROPOSICIÓN DE LEY DE 
RESPONSABILIDAD PARENTAL Y DE RELACIONES FAMILIARES EN ESPAÑA,  
 
Este trabajo se realiza con el fin de proponer una I.L.P. conforme a la legislación vigente, para su 
presentación ante la Mesa del Congreso de Diputados del Reino de España. 
 
Conforme a la legislación vigente se presenta el proyecto de ley de iniciativa popular coordinando por más 
de 50 asociaciones de madres divorciadas, padres separados de sus hijos, abuelos y abuelas separados de sus 
nietos, profesionales del derecho y de la psicología de familia y forense, etc. conformados todos en la 
comisión gestora de ésta iniciativa de ILP.  
 
Para lo que han suscrito un acta de constitución con fecha 17 de Julio de 2015, acordando el día 17 de 
noviembre de 2015, presentar el presente texto legal, a fin de obtener la aprobación por parte del Congreso 
de Diputados de la siguiente:   
 
PROPUESTA DE LEY DE RESPONSABILIDAD PARENTAL DE LOS HIJOS DE PAREJAS 
CASADAS Y NO CASADAS DE DISTINTO O MISMO SEXO MODIFICANDO EL ARTÍCULO 92 
DEL CÓDIGO CIVIL.  
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

Este borrador tiene como objeto, regular la custodia compartida en sí misma entendida como 
corresponsabilidad parental, introduciendo en el Código Civil la figura de las parejas de hecho con hijos, 
sean del mismo o distinto sexo, como novedad en toda Europa, pero también va dirigida a evitar el 85% de 
los conflictos que se producen en España como consecuencia de la ruptura legales de parejas con hijos a su 
cargo. 
 

Asimismo se protegen los derechos de los ascendientes dependientes que conviven con la pareja, los 
derechos de los hijos de distinta madre y/o padre, aunando esfuerzos para evitar el fraude sobre la 
dependencia que existe en el Estado, ya que la misma será revisada en estos casos, por un Juzgado.  

 
Actualmente, los datos de Cáritas nos dan la razón: con la regulación de 2005, el perfil del nuevo 

pobre es: padre o madre divorciada con hijos a su cargo.  
 
Por último, indicar que la propuesta que hacemos, ayudaría a evitar en gran medida, situaciones 

que se producen cada vez más, del uso de recursos y gastos públicos de forma abusiva a veces, otras sin 
control ni fiscalización alguna. 
 

Entre los conflictos que se intentan evitar e ideas positivas que recoge esta propuesta están: 
 
1º.- Evitar en alto grado la sustracción intra e internacional e menores por parte de uno de sus progenitores 
(Convenio de la Haya 1980 y Convenio Bruselas II).   
2º.- Evitaría el uso fraudulento de denuncias instrumentales de malos tratos y/o abusos contra un progenitor 
al otro. 
3º.- Evitar el enfrentamiento de las partes dando un lugar predominante a la mediación y al dialogo previo. 
4º.- Evitar colapsar los tribunales y los equipos psicosociales con el abuso de este recurso. 
5º.- Evitar largos procesos de liquidación de bienes matrimoniales. 
6º.- Evitar exceso de trabajo en Juzgados de Familia. 
7º.- Evitar el uso instrumental de los hijos en estos procesos mediante interferencias parentales y/o 
alienaciones indebidas, sean conscientes o inconscientes. 
8º.- Evitar que los hijos queden desprotegidos en el limbo de los tiempos de espera (retraso judicial) de los 
Tribunales. 
9º.- Ahorro en costes de abogados de oficio, ya que se facilitará la actuación de uno sólo, en vez de dos. 
10º.-Ahorro para las arcas públicas ya que se facilita la cultura de acuerdo en vez de la del enfrentamiento. 
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11º.- La custodia compartida se regula de forma que favorece el dialogo de la pareja, redundando en 
beneficio de los hijos. 
12º.- Aprovecha el establecimiento de la regulación de las separaciones de parejas homosexuales en las 
mismas condiciones que las heterosexuales. 
13º.- favorece la defensa de los derechos de los ascendientes dependientes de la pareja en el mismo proceso. 
14º.- Intervención mínima del fiscal (solo como garante de los derechos de los niños) y de los equipos 
psicosociales (solo para casos de riesgo de los niños o en casos de incumplimientos graves de deberes 
parentales) 
15º.- uso alternativo de recursos públicos municipales existentes de servicios sociales como apoyo a los 
jueces mixtos y los especializados, evitando la contratación de más equipos psicosociales. 
16º.- Ahorro al sistema de salud público de cantidades ingentes de consultas y medicamentos contra la 
ansiedad y depresión post separación, provocada por la actual incertidumbre de la respuesta judicial.  
17º.- Ahorro al sistema judicial en nuevos procesos de modificación de medias, al estar previstas dichas 
eventualidades en el proceso inicial. 
18º.- Evita el continuo chorreo de miles de denuncias por delitos leves (antes faltas) de incumplimientos de 
visitas y demás, que colapsan los Juzgados de Instrucción. 
19º.- Ahorro al Ministerio del Interior que ocupa muchos recursos diarios a las denuncias instrumentales de 
malos tratos. 
20º.- Desaparición de la posibilidad de usar estrategias que dan lugar a la aparición de actos de violencia 
sobre la mujer. 
21º.- Ayuda a unificar criterios dispares de las leyes autonómicas. 
22º.- Ayuda a prevenir comportamientos de violencia entre iguales 
 

Asimismo, debido a la existencia de dos realidades sociales patentes en nuestra sociedad en donde 
han producido grandes cambios en los roles de género, en cuanto a la crianza de los hijos y al reparto de 
tareas domésticas entre hombres y mujeres, fruto ello de la distintas políticas sociales, y de leyes tales como 
la Ley de Conciliación de la vida Familiar y Laboral, así como  de la LO de Igualdad entre hombres y 
mujeres, han producido un efecto real sobre el trato igualitario de hombres y mujeres en estos ámbitos, no 
siendo así en el ámbito del Derecho de Familia, en donde aún existen grandes dificultades para que la 
mujeres puedan recibir un trato igualitario en sus derechos, ya que el Código Civil, en sus reformas de 1981 
y la ultima de 2005, a la hora de regular las rupturas familiares o de pareja, siguen dando un papel 
secundario a las mujeres en cuanto madres.  

 
Ello, favorece que sean las mujeres las que deban hacer frente al mayor desgaste personal, laboral y 

social, en el cuidado y atención a los hijos, otorgándoles de forma cuasi exclusiva la responsabilidad de 
cuidar a los hijos, a costa de sacrificar sus vidas en todos los ámbitos, tanto personal, como social y laboral. 
Un padre divorciado sin custodia de los hijos es preferentemente contratado por las empresas frente a una 
madre con la custodia de sus hijos. Las madres divorciadas con cargas exclusiva de guarda de sus hijos, 
tiene más dificultades en conciliar sus vidas personal y familiar.  

 
Las madres divorciadas con la carga exclusiva de la custodia, conforman las familias más 

necesitadas y con mayor riesgo de exclusión social (véanse informes de Save The Children, Cáritas, o 
fundación La Caixa) sobre todo en tiempos de crisis, dado que dependen del cobro de una pensión del ex 
marido, que suele caer en el desempleo y ellas, apenas tienen tiempo para trabajar fuera de casa, de forma 
remunerada.     
 

La mayoría de las madres divorciadas con cargas de custodia exclusiva de sus hijos, y con 
pensiones que apenas pueden llegar a fin de mes, se ven abocadas a buscar empleos en economía 
sumergida, a fin de evitar una modificación de medidas por cambio de circunstancias, o a buscar empleos 
que sean compatibles con la carga que representa el cuidado y atención a los hijos, bajo la custodia 
exclusiva. Ello, representa que deben aceptar horarios y empleos mal remunerados. La prueba de todo ello, 
es que el estado ha tenido que provisionar fondos ingentes de ayudas a familias monoparentales, 
consistentes en madres divorciadas con hijos a su cargo, empleando multitud de recursos públicos a ello, 
que se traducen en ayudas económicas directas, ayudas para colegios, y comedor escolar, así como material 
escolar, etc. pero lo que es más grave, dicha situación de custodias exclusivas, está cerrando las puertas al 
desarrollo laboral y profesional de cientos de miles de mujeres, que cuando reaccionan ante esto, cuando 
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los hijos ya son mayores o incluso adultos, tienen el hándicap de tener demasiada edad para empezar a 
desarrollar una vida propia laboral con alguna expectativa real y eficaz, para mejorar sus vidas. 
 

Por otro lado, la pérdida de la vivienda por parte de los padres (crisis de los desahucios), ha dado 
lugar a la aparición de nuevos parias sociales, cuales son hombres divorciados sin recursos para obtener 
una vivienda digna para vivir, que se ven abocados a vivir en casa de familiares o incluso muchos terminan 
en la calle sin hogar. Véase los datos de Caritas, Bancos de Alimentos y Comedores y Hogares sociales de 
muchos ayuntamientos, en el que el perfil de las personas sin hogar son en un 87% de padres divorciados 
que se quedaron sin familia ni recursos. 

 
El fenómeno de los desahucios, se da la circunstancia que el 82% de los casos de familias 

desahuciadas, han devenido por ser familias deudoras e insolventes tras un divorcio o separación, familias 
que no podían hacer frente al coste de dos viviendas: la familiar y la que debía adquirir o arrendar quien 
era desalojado de la vivienda familiar. 
 

Los niveles de violencia intrafamiliar, se han disparado en las familias con este perfil de madre con 
custodia exclusiva y, padre con visitas. Frente al escaso número de familias con custodia compartida en 
donde apenas aparecen datos sobre violencia sobre la mujer. En muchos casos de custodias exclusivas, los 
hijos suelen hacerse con el control de la familia, a partir de la adolescencia, ya que un solo progenitor que 
lo está pasando mal, en la mayoría de los casos las madres, que no tiene tiempo de poner límites y controlar 
a sus hijos, pierden el control sobre ellos cuando llega a la adolescencia.   
 

La mayoría de adolescentes que agreden a sus progenitores son hijos que viven bajo la custodia 
monoparental de madres divorciadas. Desestructuración familiar propiciada por el sistema actual. 
 

Existe un alto grado de jóvenes con fracaso escolar que son en su mayoría hijos de padres 
divorciados que han perdido el contacto o tienen escaso contacto con la figura paterna y el entorno paterno. 
 

En los menores en los que existe una dualidad de personas que cuidan de ellos, no suele darse el 
fracaso escolar, o la agresividad y la falta de respeto al concepto de la autoridad. De hecho en Reino Unido, 
los EEUU existen estudios que acreditan que la corresponsabilidad parental, ha sido una herramienta útil 
para: 
 
1º.- combatir la lucha contra la desigualdad de las mujeres. 
2º.- Prevenir la aparición de jóvenes con fracaso escolar. 
3º.- Prevenir la aparición de jóvenes agresivos o que se suman a movimientos extremistas.  
4º.- Prevenir el consumo de drogas y alcohol entre jóvenes. 
5º.- Disminuir los actos de violencia intrafamiliar y la violencia hacia las mujeres. 
6º.- Previene la radicalización política de los adolescentes. 
 

Los hijos que han vivido bajo custodia compartida, crecen en un entorno familiar en el que el 
diálogo y la cooperación son imprescindibles, ya que la custodia compartida condena a las partes a la 
cooperación,  según la última doctrina del Tribunal Supremo, al repartirse la carga de la atención y 
cuidado de los hijos a medias. Estos niños crecen en un contexto en donde ambos progenitores, sea mixtos o 
del mismo sexo, debe ser a la vez los que ponen límites y lo que otorgan recompensas y reconocimiento de 
logros y esfuerzos.   
 

En custodia monoparental, este rol de poner límites y educar recae sobre las madres en muy alto 
porcentaje, y el padre queda como figura apartada y sus responsabilidades, y para el poco tiempo que están 
con los hijos, los progenitores no custodios hacen la vista gorda, siendo más laxos en la educación y 
convirtiéndose en la figura de padre Burger King, o de fin de semana, en el que no ponen normas ni 
horarios apneas, por miedo a ser rechazados por sus hijos.  

 
Ello provoca que el progenitor custodio se convierta en el “malo” a medio plazo, y el no custodio en 

el “bueno”, lo que produce niños emperadores, o rehenes de uno u otro lado. 
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Lo cierto es que, tras 30 años de ley del divorcio, los nuevos fenómenos de niños acosadores, 
abusadores, violentos, infractores, fracasados, drogadictos o alcohólicos, etc. tienen casi todos ellos un 
elemento en común: haber vivido un divorcio traumático de sus progenitores, en donde la figura paterna 
ha desaparecido de sus vidas y han vivido la mayoría bajo la custodia monoparental materna, y con un 
alto índice de situación de abandono emocional. 

 
Existen otros problemas más actuales asociados a la lucha de los hijos tras un divorcio, que son la 

sustracción intranacional e internacional de los hijos, o la manipulación mental de los hijos, sometidos estos 
a presiones psicológicas (inducción a falsa memoria, alineación psicológica o uso instrumental de los hijos 
en denuncias penales) que van a afectar al resto de sus vidas de forma muy negativa. 

 
Esta iniciativa de ley tiene por objeto evitar en la medida de lo posible todos estos efectos 

iatrogénicos que han producido la regulación de la responsabilidad parental tras los divorcios en España. 
 
El propio Ministerio de Justicia ha propiciado el desarrollo de un proyecto de ley de 

corresponsabilidad parental que no visto la luz, dado que el mismo no cumplía con las expectativas de los 
colectivos de ninguna de las partes afectadas, madres y padres divorciados. 

 
En cambio el Tribunal Supremo se ha visto en la necesidad de interpretar la ley actual en sentencias 

desde el año 2011 de forma insistente creando doctrina sobre la custodia compartida, pero sin poder llegar 
muy lejos ante la nula regulación por parte del legislador de articular una forma legal de reorganizar la 
vida de las familias tras una separación y/o divorcio, en todos sus ámbitos, por lo que se crea una necesidad 
de regular al máximo todos los puntos que se ven afectados en una ruptura de pareja, dando respuesta a 
todos los fenómenos presentes y los que pudieran producirse en el futuro. 

 
Se regulan los derechos de los hijos, y las obligaciones parentales durante y tras ruptura de la 

pareja, la forma de repartir las cargas familiares de forma proporcional a la capacidad económica de cada 
progenitor, así como se regula la forma de repartir los bienes materiales de la pareja o el matrimonio, al 
unísono al proceso judicial de ruptura.  

 
Se regula de forma positiva y más acorde a la realidad la figura de la mediación, propiciando los 

acuerdos, al regularse puntos que se convierten en materia de derecho necesario o ius cogens, eliminando 
factores y variables que pueden dar lugar al conflicto.  

 
Se regulan el derecho de los niños acorde a los tratados internacionales suscritos por el Reino de 

España, por ejemplo se intenta evitar la sustracción de menores de su entorno familiar inmediato, o el 
maltrato infantil en todos sus aspectos, tanto el abuso físico como el psíquico, y sobre todo el uso 
instrumental de los niños en estos procesos. Se intenta evitar el uso de recursos públicos como los equipos 
psicosociales, más que de una forma residual, en casos de riesgo para los niños. Asimismo, se establece la 
obligación de cuidar de forma compartida a los niños, desde el mismo momento de la separación de facto, 
siendo así imprescindible que ambos progenitores, sepan que legalmente tienen esta obligación, y quien 
ponga obstáculos a ello sin un motivo grave que lo justifique, podrá ser considerado no idóneo para educar 
al hijo. 

 
Se penaliza al progenitor o familiares que produzcan interferencias parentales graves en los niños, 

con el objeto de evitar u obstaculizar la corresponsabilidad parental.  Asimismo se garantiza la atención en 
los órdenes escolar, sanitario, y demás de interés para los niños  de ambos progenitores. 

 
Se intenta dar agilidad al proceso legal de ruptura, para que los niños no queden perdidos en limbos 

jurídicos, y e intenta garantizar el contacto fluido de los niños con todos sus contextos medioambientales, 
familiar extenso, paterno y materno, hermanos de otras unidades familiares escolar, social, amistades, etc. 
Por ello, se propone modificar la LEC en este mismo proyecto, y que la custodia conjunta o compartida lo 
sea desde las mismas medidas provisionales. 

 
Esta propuesta es el fruto de un largo camino que parte del conocimiento de más de 10.000 casos de 

separación y/o divorcio nos han dado a lo largo de los años a distintas asociaciones, y es el fruto de una 
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reflexión, buscando siempre la máxima de que a “padres felices = niños felices = ciudadanos felices”, tal 
como ha venido estableciendo el Tribunal Supremo de Colombia desde hace años, o recientemente el 
Tribunal Constitucional de Alemania en el sentido que el interés superior del menor, no puede entenderse 
si no protegemos el interés superior de ambos progenitores que son, los que se van a ocupar de su cuidado 
y educación el resto de sus vidas. 

 
Hemos intentado introducir modificaciones necesarias a las nuevas realidades que representan las 

familias homoparentales, las cuales no han visto adaptadas estas leyes al tratamiento igualitario de la que 
deben ser objeto.  

 
En cuanto a la mediación, se traslada la regulación a la aplicación directa de la Ley 5/2012, de 6 de 

julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles. 
 
Propuesta modificación artículo 92 del C. Civil. 
1.- Los hijos e hijas cuyos progenitores hayan iniciado un proceso de separación de pareja, nulidad 
matrimonial, divorcio, de conformidad a las obligaciones establecidas en el artículo 68 de este texto, tienen 
el derecho fundamental a continuar compartiendo sus vidas y conviviendo con ambos progenitores en 
equidad, igualdad espacial, temporal y legal. Este derecho se fundamenta en el superior interés de los hijos, 
el cual, como principio general, consistirá en estos casos, en continuar manteniendo relaciones de 
convivencia, crianza y cuidados por parte de sus dos progenitores y de sus familias de modo compartido, de 
forma alterna e igualitaria, tras la separación legal, nulidad y disolución del vínculo matrimonial o la 
convivencia de la pareja. Asimismo, los progenitores tienen el derecho y el deber de la convivencia, crianza 
y cuidados de sus hijos de modo igualitario y compartido. 
La Guarda y Custodia Compartida, así como la Patria Potestad compartida de los hijos e hijas, constituyen 
derechos y obligaciones inherentes a la responsabilidad parental, y por tanto continuarán ejerciéndose de 
modo general, aún en defecto de acuerdo entre ambas partes, estableciéndose las medidas para asegurar sus 
efectos jurídicos en la propia resolución. 
2.- La separación, nulidad, el divorcio o la ruptura de la convivencia no exime a los padres de sus 
obligaciones para con sus hijos. Por ello, sin perjuicio del establecimiento de la custodia compartida, podrán 
establecerse, en función de la capacidad económica de cada progenitor, las pensiones alimenticias que 
garanticen un equilibrio de la calidad de vida de los hijos en la convivencia con ambos progenitores.  
3.- El juez, cuando deba adoptar cualquier medida que limite la guarda y custodia compartida, así como 
medidas sobre el cuidado y la educación de los hijos, velará por el cumplimiento de su derecho a ser oídos, 
siempre que tengan suficiente juicio para ello, y el Juzgado lo considere oportuno. 
4.- Cuando, de mutuo acuerdo o de modo unilateral, se solicite judicialmente la separación, nulidad, divorcio 
o medidas a favor de hijos en común, junto con la demanda al efecto se adjuntará un plan de guarda y 
custodia compartida de los hijos en común. Este plan podrá ser consensuado por los progenitores como fruto 
de un acuerdo entre ambos por lo que el procedimiento se resolverá por la vía de mutuo acuerdo. 
5.- El Plan de coparentalidad deberá contener al menos los siguientes puntos: 
a) Forma de reparto de tiempos de cuidado de los hijos, compartida e igualitaria, así como los mecanismos 
de la adopción de decisiones de patria potestad. Hasta los tres años de edad, el reparto semanal, se 
establecerán sistemas de días alternos de lunes a jueves (1-1-1-1) y de forma alterna los fines de semana y a 
partir de los tres años sistemas de cada dos días alternos (2-2-3) y de forma alterna los fines de semana o el 
sistema por semanas alternas (3-1-3) con un día entre semana o no. 
b) Reparto de la contribución de los progenitores al sostenimiento económico de los hijos de forma 
proporcional, así como las formas de actualización.  
c) Propuesta de liquidación de los bienes de la sociedad, sea conyugal o no. 
d) Fijación de los gastos ordinarios y extraordinarios de los hijos y la forma de rendir cuentas uno al otro y/o 
al Juzgado en caso de desacuerdo. 
e) Forma de reparto de contacto con la familia extensa y con los hermanos no comunes de los hijos comunes. 
d) Forma de sostener los dos hogares. 
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f) Las transiciones de un hogar al otro, se organizarán como recogidas de los hijos, nunca como entrega y 
serán repartidas y se procurará que se realicen en contextos naturales, tales como colegio y otros lugares 
similares  
g) Forma de dirimir las diferencias futuras en la toma de decisiones, con preferencia de la mediación. 
6.- En ausencia de pacto de coparentalidad, cada progenitor podrá presentar su propio plan de guarda y 
custodia compartida de los hijos. Recibida por el Juzgado la demanda o demandas de separación, nulidad, 
divorcio o medidas provisionales en favor de hijos en común, en los casos en los que éstas no vayan 
acompañadas por un plan de guarda y custodia compartida consensuado por ambos progenitores, el Juzgado 
podrá derivar a éstos a un servicio de mediación familiar para intentar alcanzar un acuerdo en el plazo 
máximo de tres meses. Tanto la designación del centro de mediación, como la mediación misma, deberá ser 
aceptada voluntariamente por ambas partes. Si una de las partes no aceptase este recurso social de la 
mediación, el proceso seguirá por sus trámites de procedimiento contencioso. 
En todo caso, durante la tramitación del proceso desde la presentación de la demanda, salvo casos 
excepcionales, se repartirá de forma obligatoria el cuidado de los hijos, con el sistema 2-2-3 con fines de 
semanas alternos.  
Quien impida dicho ejercicio responsable, será considerado no idóneo para ejercer la custodia de los 
hijos. 
7.- En el caso de mediación fallida, el Juez, a la vista de los planes aportados por los padres, deberá 
cerciorarse de las referencias en ellos a la patria potestad y a la preservación del derecho de los hijos al 
contacto y la convivencia con ambos progenitores, y decidirá sobre el sistema de guarda y custodia 
compartida que mejor satisfaga el interés superior de los hijos, interpretado conforme al párrafo primero de 
este artículo y deberá recoger los puntos recogidos en el párrafo quinto de éste artículo. 
Sólo en el caso de que exista la alegación de una de las partes de un riesgo grave para los hijos, antes de 
adoptar la decisión a la que se refiere este apartado, el Juez y las partes podrán recabar informe de 
especialistas debidamente cualificados y sujetos a las garantías procesales, que analizarán las alegaciones de 
las partes y la relación que cada progenitor mantenga con el otro y con sus hijos para valorar la idoneidad del 
modo de ejercicio de la patria potestad y de la custodia compartida.  
En la resolución judicial se valorará positivamente la disposición del progenitor que muestre su compromiso 
de compartir la custodia. 
8.- En medidas provisionales, coetáneas o cautelares, éstas garantizarán la guarda y custodia compartida de 
los hijos hasta que se resuelva la pieza principal, y servirán las mismas como método de puesta en práctica 
de las posibles medidas definitivas, y período de prueba y adaptación de los hijos al plan definitivo. A fin de 
evitar sustracciones de los hijos, el juez competente en todo caso, será el del último domicilio de la familia 
en su conjunto. 
9.- El Juzgado velará con especial diligencia, en beneficio de los derechos de los hijos, para que el plan de 
guarda y custodia compartida acordado en sentencia judicial no se vea impedido, distorsionado ni 
obstaculizado por ninguno de los progenitores. Si así sucediese, deberá tomar medidas urgentes para que 
dicho plan se cumpla y adoptar medidas cautelares de carácter civil sobre el progenitor causante de dicha 
obstaculización, ya sea esta material, temporal, psicológica o de otra índole. Si la obstaculización consistiera 
en el ejercicio de manipulación a los hijos encaminado a provocar rechazo de éstos hacia el otro progenitor, 
el juzgador, podrá suspender temporalmente la guardia y custodia al progenitor ejerciente de dicha 
manipulación, de forma cautelar, hasta proceder a la realización de un informe de especialistas. Caso de 
que dicho incumplimiento fuera de impedir el contacto en cualquiera de sus formas, se procederá a establecer 
multas coercitivas, e incluso establecer indemnización a favor del progenitor impedido, por daños morales, 
so pena de poder ordenar la suspensión de la custodia al progenitor incumplidor y librar testimonio por 
desobediencia grave o cualquier otro delito que se haya podido cometer. 
10.- De conformidad a la legislación básica sobre igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, en 
ningún caso se utilizará un criterio sexista para la determinación del sistema regulador de guarda y custodia 
compartida de los hijos, siendo ello motivo de nulidad radical de las actuaciones. En todo caso, se tenderá a 
establecer cargas familiares en base a la igualdad de trato de ambos progenitores, y al criterio de la 
proporcionalidad. 
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11.- Excepcionalmente, si el juzgador considera inviable la guarda y custodia compartida, debido a la 
incompatibilidad absoluta de los planes formulados por ambos progenitores con el punto quinto, tanto el 
Juzgado como las partes podrán recabar dictamen de especialistas debidamente cualificados y sujetos a las 
garantías procesales, con el fin de dotarse de los suficientes elementos de juicio que le permitan tomar la 
mejor decisión de acuerdo con el interés superior de los hijos, por lo que ésta deberá contener las oportunas 
especificaciones encaminadas a garantizar una relación fluida y armónica entre los hijos y el progenitor 
menos idóneo. En todo caso, la sentencia en la que se despoje a un progenitor del derecho-obligación de 
guarda y custodia compartida, deberá estar objetivamente fundamentada en la existencia probada por 
sentencia firme de un mal cierto y objetivamente perjudicial para los hijos.  
El juzgado velará de modo especial por el cumplimiento de lo establecido como tiempo y espacio de 
convivencia de los hijos con el progenitor suspendido de la custodia. 
12.- En ningún caso, salvo la existencia probada en sentencia firme o medida cautelar por causa muy grave 
decidida en proceso penal que acredite un mal cierto y objetivamente perjudicial para los hijos, se privará o 
limitará a un progenitor del ejercicio de la patria potestad y custodia compartida de los hijos. 
 
Noviembre de 2015.-  

 
Ldo. JL Sariego 
 


